
2) En caso de respuesta negativa del Tribunal de Justicia a la primera cuestión prejudicial, ¿se oponen las disposiciones de la 
Directiva IVA y, en lo que les atañe, el principio fundamental del respeto del derecho de defensa y el artículo 47 de la 
Carta de los Derechos Fundamentales a una práctica nacional que permite un procedimiento como el indicado en la 
primera cuestión prejudicial, de manera que la otra parte de la relación jurídica (el destinatario de las facturas) no ha 
dispuesto, en el procedimiento de inspección original, de los derechos inherentes a la condición de parte, por lo que 
tampoco ha podido ejercer un derecho de recurso en un procedimiento de inspección cuyas apreciaciones tiene en 
cuenta de oficio la autoridad tributaria en el procedimiento de inspección relativo a su propia obligación tributaria y que 
puede considerar en su contra, teniendo presente que la autoridad tributaria no pone a disposición del otro sujeto pasivo 
el expediente pertinente de la inspección efectuada a la primera parte de la relación jurídica (el emisor de las facturas en 
el litigio principal), en particular las pruebas en que se fundamentan las apreciaciones, las actas y las resoluciones 
administrativas, sino que solo le comunica una parte, en forma resumida, por lo que la autoridad tributaria solo 
transmite el expediente a esa otra parte de manera indirecta, haciendo una selección según sus propios criterios, sobre 
los que ese otro sujeto pasivo no puede ejercer ningún control?

3) ¿Deben interpretarse las disposiciones de la Directiva IVA y, en lo que les atañe, el principio fundamental del respeto del 
derecho de defensa y el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales en el sentido de que se oponen a una 
práctica nacional en virtud de la cual las apreciaciones efectuadas por la autoridad tributaria en el marco de una 
inspección a las partes de la relación jurídica referente a la obligación tributaria, en un procedimiento seguido contra el 
emisor de las facturas, que conllevan la participación de dicho emisor en un fraude activo de IVA, deben ser tenidas en 
cuenta de oficio por la autoridad tributaria en una inspección al destinatario de las facturas, de manera que ese 
destinatario no ha dispuesto de los derechos inherentes a la condición de parte en el procedimiento de inspección 
seguido contra el emisor de las facturas, por lo que tampoco ha podido ejercer un derecho de recurso en un 
procedimiento de inspección cuyas apreciaciones tiene en cuenta de oficio la autoridad tributaria en el procedimiento de 
inspección relativo a su propia obligación tributaria y que puede considerar en su contra, teniendo presente, además, que 
[la autoridad tributaria] no pone a disposición del destinatario de las facturas el expediente pertinente de la inspección 
efectuada al emisor de las facturas, en particular las pruebas en que se fundamentan las apreciaciones, las actas y las 
resoluciones administrativas, sino que solo le comunica una parte, por lo que la autoridad tributaria solo transmite el 
expediente al destinatario de las facturas de manera indirecta, haciendo una selección según sus propios criterios, sobre 
los que ese otro sujeto pasivo no puede ejercer ningún control?

(1) Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido 
(DO 2006, L 347, p. 1).
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Cuestión prejudicial

¿Debe interpretarse el artículo 2, de la Directiva 92/83/CEE del Consejo, de 19 de octubre de 1992, relativa a la 
armonización de las estructuras de los impuestos especiales sobre el alcohol (1) y las bebidas alcohólicas, en relación con el 
anexo n.o 1 del Reglamento (CEE) n.o 2658/87 del Consejo, de 23 de julio de 1987, relativo a la nomenclatura arancelaria y 
estadística y al arancel aduanero común, (2) en el sentido de que puede ser cerveza de malta, según el código NC 2203 de la 
nomenclatura combinada, un producto respecto del cual, para la producción del mosto original, se utilizó extracto de 
malta, jarabe de glucosa, ácido cítrico y agua, también cuando el porcentaje de los ingredientes sin malta en el mosto sea 
prevalente respecto de los ingredientes con malta, habiéndose añadido el jarabe de glucosa al mosto original antes del 
proceso de fermentación del mosto, y qué criterios deben seguirse al determinar la proporción del porcentaje de los 
ingredientes con malta y sin malta en el mosto original para calificar el producto obtenido como cerveza según el código 
NC 2203?» 

(1) DO 1992, L 316, p. 21.
(2) DO 1987, L 256, p. 1.

Petición de decisión prejudicial planteada por el Hanseatisches Oberlandesgericht in Bremen 
(Alemania) el 27 de marzo de 2018 — ML

(Asunto C-220/18)

(2018/C 221/09)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Hanseatisches Oberlandesgericht in Bremen.

Parte en el procedimiento principal

Persona reclamada: ML
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1) ¿Qué significado tiene, en el marco de la interpretación de las disposiciones antes mencionadas, (1) que en el Estado 
miembro emisor existan para los reos medios de recurso a fin de impugnar sus condiciones de reclusión?

a) Cuando a las autoridades judiciales de ejecución le consten pruebas de la existencia de deficiencias sistémicas o 
generales en lo que respecta a las condiciones de reclusión en el Estado miembro emisor, que afectan a determinados 
grupos de personas o a determinados centros de reclusión, observando las disposiciones antes citadas, ¿excluye la 
mera creación de dichos medios de recurso, sin que sea necesario un examen añadido de las condiciones concretas de 
la reclusión, la existencia de un riesgo real de trato inhumano o denigrante de la persona reclamada en caso de su 
extradición y que sería contrario a la admisibilidad de la extradición?

b) ¿Es a tal efecto relevante que, respecto de dichos medios de recurso, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos no 
haya apreciado elementos que indiquen que no ofrecen a los reclusos perspectivas realistas de mejorar condiciones de 
reclusión inadecuadas?

2) En caso de que, según la respuesta dada a la primera cuestión prejudicial, el hecho de que los reclusos dispongan de 
dichos medios de recurso no sea adecuado para excluir un riesgo real de trato inhumano o denigrante de la persona 
reclamada, sin examen añadido de las condiciones concretas de la reclusión en el Estado miembro emisor por parte de 
las autoridades judiciales de ejecución:

a) ¿Deben interpretarse las disposiciones antes citadas de modo que el examen de las condiciones de reclusión en el 
Estado miembro emisor por parte de las autoridades judiciales de ejecución debe extenderse a todos los centros de 
internamiento u otros centros de ejecución penitenciaria en que posiblemente sea internada la persona reclamada? 
¿Sucede también así respecto de la reclusión solo transitoria o de la realizada en determinados centros de reclusión 
con fines de traslado? ¿O puede limitarse el examen a aquel centro de reclusión en que, según las indicaciones de las 
autoridades del Estado miembro emisor, la persona reclamada vaya a ingresar con probabilidad y durante la mayor 
parte del tiempo?
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